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1. EL DERECHO DE LIBER-. 
TAD DE CONCIENCIA Y 
EL DERECHO DE OBJE­
CIÓN DE CONCIENCIA 

Sin querer engrosar este trabajo la 
lista de los escritos que tratan de deter­
minar las relaciones jerárquicas entre 
los tres derechos que enuncia el artícu­
lo 16, creo de gran utilidad, a los efec­
tos de hablar de objeción de con cien-
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cia, adoptar el criterio de considerar 
tanto la libeltad ideológica como la re­
ligiosa aspectos de un genérico derecho 
de libertad de conciencia ('). Siendo el 
número de defmiciones de "objeción 
de conciencia" proporcional al número 
de eclesiasticislas, entre los elementos 
que se comparten como esenciales a la 
objeción se encuentra el conside rar 
como motivo de conciencia, que repele 
el cumplimiento de la norma, el ideoló­
gico o el relig ioso indistintamente. 
Prieto Sanchís ofrece la siguiente defi­
nición: "inclul11plimiento de un deber 
jurídico motivado por la exi stencia de 
un dictamen de conciencia, que impide 
observar el compoltamiento prescrito y 
cuya fi nalidad se agota en la defensa de 
la moralidad individual , renunciando a 
cualquier estrategia de cambio poi [tico 
o búsqueda de adhesiones" (2) . Por una 
definición más amplia de objeción de 
conciencia opla Nav3rro-Valls, "toda 
pretensión contraria a la ley motivada 
por razones ax iológicas -no meramen­
te psicológicas-, de contenido primor­
dialmente religioso o ideológico, ya 
tenga por objeto la elección menos 
lesiva para la propia conciencia enLre 
las alternativas previstas en la norma, 
eludir el comportamiento contenido en 
el imperativo legal o la sanción previs­
ta por su incumplimiento o, aceptando 
el mecanismo represivo, lograr la alte­
ración de la ley conLTaria al personal 
imperativo ético" (l). 

(') Vid . fMn , 1.c., Prieto Snnchís, 
L.. Moli lJa, A .. Cur o de Derecho 
Eclesiástico. cd. Servicio de publ i­
cacione de la Facu llad de Derecho, 
Uni versidlld Complu tense de Ma­
drid , Madrid, 199 1, pág. 35 1. 

(') Ibidcm. pág. 348. 

(') Nava lTo-Valls, R. , u /s objecio­
nes de cOlldencia. en AA. VV., 
Derecho Eclesiás/ico del Es/(/ do 
espa/iol, EUNSA, Pamptona, 1993, 
pág. 483 . 
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(') Vid., Priego Sanchrs. L. , ESflIdio 
s(Jbre los derechos fll1ldamcmolc.l', 
Ed. Debate. Madrid. 1990, págs. 153 
y <s. 

(') SeOlencia del Tribunal Consti tu­
cional de 23 de abri l de 1982. 

(0) Senlencia de l T ribunal ConRtitu­
cional de I I de abri l de 1985 . 

(') Entre los no panidarios. Vid. , 
Peláez Albendca, J.F .. La ohjeciól/ 
de cOllciencia al servicio militar fll 
el Derecho positil'o espariol. Mi~ 

nisterio de Justicia. Mad rid. 1988, 
pág. 52; Peces- Barba, O .• Desobe­
diel/cia civil y objeción de concien­
cia, "Anuario de Derechos Huma­
nos", 5. 1988-89_ Entre los pan ida­
rios. Vid. avarro-VaJls. R_, Dere· 
cho Eclesiásrico .... cil. págs. 417 y 
ss.; Prieto Sanehf , L .. Curso de .. .. 
cil. págs . 349 y ss. 
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Aunque diferenles, ambas defini ­
ciones manl ienen un esquema común 
básico, el enfrentamiento entre un de­
ber moral (cualqu iera que sea el origen 
del mismo) y un deber juríd ico. 

¿Se encuentra este deber moral am­
parado por alguna norma positiva de 
tal fo rma que pueda imperar sobre el 
deber jurídico? 

La inseguridad jurídica que existe 
en el lema del reconocimiento de un 
supuesto derecho de objeción de con­
ciencia es grande. Para poder entender 
el desconcieno aClllal hay que tener en 
cuenta la forma en que se enuncian los 
derechos de libertad religiosa y de ti­
benad ideológica en la que se advierte, 
enlre olras, las siguientes característi­
cas: un breve reconocimiento en pala­
bras y un, en consecuencia, discutido 
comen ido ('). 

Es común en la doctrina entender 
que los derechos fundamelllales desdo­
blan su comen ido en dos aspectos: el 
primero, la posibil idad que ofrece el 
derecho fundamental de oblener una 
reacción jurídica adecuada frente a la 
violación de un derecho, y el segundo, 
la posibilidad de que el derecho funda­
memal permita eludir el cumplimiento 
de una obligación o el padecimienLo de 
una sanción. 

El admitir categóricamente que el 
derecho fundamental de libertad de 
conciencia contenga esta última facu l­
lad' es muy dildoso SI atendemos a la 
juri prudencia constitucional, pue el 
Tribunal Consti tucional afirma en 1984 
que "puede aflImarse que la objeción 
de conciencia es un derecho reconoci­
do explíc ita e implíciJamente en la 
ordenación constitucional española" (l) 
yen 1985 eguía manteniendo que "la 
objeción de conciencia forma parte del 
conlenido esencial a la li bertad ideoló­
gica y religiosa reconocida en el artícu­
lo 16.1 de la Consti tución" (6). 

En 1987 se produce un giro en la 
trayectoria de este órgano judicial: "sin 
ese reconocimiento constitucional (está 

haciendo referencia al artículo 30.2) no 
podría ejercerse el derecho, ni siquiera 
al amparo de la libertad ideológica o de 
concienci a, que por sí mismo, no sería 
suficiente para liberar a los ciudadanos 
de deberes constitucionales o subconsti­
I'Ucionales por motivos de conciencia". 

Si esta es la situac ión jurispru­
dencial, la doctrina tampoco mantiene 
una línea indiscutida al respecto, así 
ex isten parlidarios del reconoci miento 
de un derecho genérico de objeción de 
conciencia y partidarios de su no reco­
noc imiento en esta forma e). 

Objeciones reconocidas plenamen­
le en nuestro ordenamiento tan sólo 
existen dos: la objeción de conciencia 
al servicio mil ilar (arl. 30.2 de la Cons­
til'Ución) y la objeción de conciencia 
del personal sanitario a la práclica de 
abortos (Sentencia del Tribunal Cons­
titucional de 1 I de abril de 1985). 

El primer tipo de objeción no se 
construye como un derecho de objeción 
de conciencia sino como un derecho 
del llamado a fi las a pedir que se le 
declare en esa cond ición, ya que la cua­
lidad de objetor se alcanza a través de 
una declaración administrativa que a í 
lo determina y no por la mera man i fes­
tación de un sujeto en el ejercicio de un 
derecho genérico de objeción de con­
ciencia. 

En cuanto al segundo ti po es una 
pura creación juri prudencial sin que 
exista reterencia alguna de esta cláusu­
la en la real idad jurídica po itiva; a ocho 
años de la sentencia se pueda afi rmar 
que no es probable que e alcance di­
cha regul ación dado que en la prax is 
hospitalaria ya se han arbitrado las me­
didas necesarias para dar eficacia con­
creta a la Sentencia del Tribunal Cons­
titucional. 

Es necesario señalar que el derecho 
de objeción de conciencia no sólo fa­
culta a creer libremente sino a expre­
sar, también libremente, lo pensado y a 
actuar, garantizándose el criterio de la 
máxima libenad y la mínima restric-



ción que informa nuestro Derecho. Al 
mantener cerrado el acceso a una de la 
más esenciales man ifestaciones de la 
libertad de conciencia como es el actuar 
conforme a los dictados de la m isma se 
invierte el principio y la libertad se ve 
li mitada de antemano, imposibilitada, 
en suma, de manifestarse plenamente. 

En cualqu ier caso los reconoci­
mientos de supuestas cláusulas de con­
ciencia se llevará a cabo por los Tribu­
nales de Justicia, los que caso por caso 
deben valorar los intereses en conflicto 
y decidir en consecuencia. 

2. LA OBJECIÓN DE CON­
CIENCIA DEL FARMA­
CÉUTICO ESPAÑOL 

La objeción de conciencia del far­
macéutico en los distintos supuestos a 
los que se hará referencia se incluye 
dentro del grupo de aquell as objecio­
nes relativas al cumplimiento de obl i­
ga-ciones contractuales y profesiona­
les (i). Frente a aquellas objeciones en 
las que el deber juríd ico en confl icto 
con el deber moral viene dado por una 
autoridad heterónoma, este tipo de ob­
jeciones profes ionales se caracteriza 
porque se pers igue el incumplimiento 
de una norma (y la consecuente eva­
sión de la sanción cOITespondiente) que 
se aplica por haber mediado previa­
mente la aceptación por el sujeto en 
cuestión de un determ inado status que 
condiciona y limita la libertad de ac­
tuación de l mismo en determinada 
circunstancias. 

Un ejemplo de este tipo de objeció~ 
de conciencia eSlá reconocido en nues­
tro ordenamiento al quedar establecida 
la cláusula de conciencia de los médi­
cos o personal auxiliar sanitario a la 
realización de abortos. No existe un 
confl icto entre la ley del aborto y la 
conciencia del médico, sino entre la 
nornla que le obliga a prestar un deter­
minado servicio al hospital y su con­
ciencia (9). 

El ca o del fa rmacéutico es paralelo 
llegando, en algún caso, a identificarse 
con la objeción anterior y a~ irn i larse a 
la categoría dc sujeto de un derecho de 
objeción de conciencia reconocido en 
el ordenamiento, como veremos más 
adelante. 

En el caso del fannacéutico hay que 
distinguir [res tipos en función del tra­
bajo que realizan: el fannacéutico de 
oficina, el fannacéutico de hospital y el 
farmacéutico de industria. 

Los problemas de conciencia que se 
crean en cada una de estas tres catego­
rías, aunque con el sustrato común 
mencionado, son distintos entre sí, así, 
en el primer ca o, la controvers ia viene 
dada por un deber jurídico consistcnte 
en proporcionar a los ciudadanos unos 
medicamentoS que evitan el embarazo, 
y un deber moral que impide al hombre 
intervenir en el normal desarrollo de la 
relación sexual. 

En el segundo el farmacéutico se ve 
obligado a proporc ionar unos materia­
les abortivos por lo cual puede sentirse 
"colaborador" en la práctica de un 
aborto, actuación que iría en contra de 
sus más profundas convicciones, no 
necesariamente re ligiosas. 

Por último, el farmacéuLico de in­
dustria puede tener problemas de con­
ciencia cuando se ve obligado a traba­
jar sobre métodos anticonceptivos o 
abortivos. 

Antes de pasar a estudiar los dife­
rentes caso de objeción de conciencia 
farmacéutica quiero advertir que cuan­
do se hace referencia a los métodos 
anticonceptivos en este trabajo, e hace 
sólo teniendo en cuenta su capacidad 
para evitar el embarazo. Si a tTavé de 
un uso inadecuado detenninados méto­
dos antkonceptivos pueden tener laca­
pacidad de producir abortos es algo que 
escapa a la responsabilidad fa rmacéuti­
ca tanto civi l como penal, si el farma­
céutico ha cumplido COll las normas de 
seguridad que presiden su trabajo. 
Tampoco creo que esta pecu liar carac­
terística pueda ser la base de un tipo de 

(') ExplicaCión delaltada de las dis­
tintas modalidades de objeción de 
conciencia se puede encontrar en 
l.C . [bán, L. Plicto Sanchfs, Motill a. 
A., Curso de Derecho Edesiáslico. 
Madrid, 1991 , págs. 373 y ss . 

(") Vid. Ibidcm .. pág. 38 t. 

125 



(10) Ley 25/1990 de 20 de Diciem­
bre del Medicamento. 
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objeción de conciencia, pues el mal uso 
de un gran número de med icamenlos 
pueden derivarse graves consecuencias, 
lo cual pOdría llevar a la paradoja de 
querer infringir la norma jurídica que 
impone la venia de medicamenlos, me­
dicamentos que tienen como finalidad 
favorecer la salud, porque en concien­
cia ulla persona no qu iera participar de 
las consecuencias nocivas para la mis­
ma que de un supueslo mal uso pue­
dan producirse. 

A) EL FARMACÉUTICO DE OFI­
CINA 

Este ti po de farmacéutico se carac­
teriza por eslar al frente de una oficina 
de fannacia abierta al público con el 
fi n de sUministrar directamente a los 
ci udadanos los medicamentos que ne­
cesiten siempre con las garantías preci-
as. 

De entre todos los medicamentos 
que se dispen an en una fa mlacia, la 
objeción de conciencia se plantea en 
relación con los métodos anticoncep­
tivos, de hecho en determinadas fanna­
cias espaiiolas no se dispensan méto­
dos anticonceptivos por el con.flicto de 
conciencia que produce a los ti tulares 
de las mismas, que no puedan admitir 
la uti lizac ión de métodos reguladores 
de la concepción que no sean de carác­
ter naturaL 

Pero, ¿tiene realmente el famlacéu­
.tir,,{) ~la .. "hl~I.l1i..ó\1..dP \' l!'l.\\d'1r>!i"J\w pl l0' 

ductos? 

a) El deber jurídico de venta de 
anticonceptivos 

De entre toda la gama de anticon­
ceptivos es necesario establecer cuáles 
son de obligatoria venta en fannacias, 
para poder luego determinar si ese de­
ber de conciencia que impide su venta 
es o puede de alguna manera ser aten­
dido por el ordenamiento jurídico; en 
consecuencia, antes de entrar a estudiar 
si existe o no una cláusula de concien­
cia para el farmacéutico en Espaiia, es 

necesario hacer una di stinción entre: 
medicamentos y productos sanitarios. 

En el artículo 8 de la Ley del Medi­
cmnento, ley que desarrolla el artículo 
43 de la Cons ti tución y armoniza la 
nonnativa española con la comunitaria 
('O), se define el medicamento como: 
"lOda sustancia medicinal y sus asocia­
ciones o combinaciones destinadas a su 
utilización por las personas o en los 
animales que se presente dotada de 
propiedades para prevenir, diagnosticar, 
tratar, aliviar o curar enfermedades o 
dolencias o para afectar a fu nciones . 
corporales o al estado mental. También 
se considera medicamentos las sustan-' 
cias medicinales o sus combinaciones 
que pueden ser admin istrados a perso­
nas o animales con cualquiera de estos 
fines, aunque se ofrezcan sin explícita 
a ellos". 

Se acomodan a esta definición aque­
llos anticonceptivos que entre sus com­
ponentes contengan hormonas sexua­
les,. como sería el caso de "la píldora 
anticonceptiva" o los anticonceptivos 
inyectables con la misma composición, 
pues ciertamente son sustancias que 
afectan a funciones corporales de la 
mujer. 

En el mismo artículo 8, en su apar­
lado quinto, se entiende por producto 
smutario: "cualquier instrumento di s­
positivo, equipo, material u otro artícu­
lo, incl uidos los accesorios y progra­
mas lógicos que intervengan en su buen 
funcionamiento, destinados por el fa­
bricante a ser utilizados por seres hu­
manos, solo o en combinación por otros, 
con fi nes de: 

- diagnóstico, prevención, control, 
tratamiento o aliv io de una enfermedad 
o lesión. 

- investigación, sustitución o modi­
ficación de la anatomía de un proceso 
fisiológico. 

- regulación de una concepción. 

cuya acción principal no se alcance 



por medios famlacológicos, químicos 
o inmunológicos, ni porel metabolismo, 
pero a cuya función puedan concurrir 
tales medios". 

Entre los métodos anticonceptivos 
que encajan en este grupo se encuen­
tran los preservativos, femeninos y mas­
culinos, y el dispositivo intrau teri no, 
conocido popularmente como DIU. 

Esta distinción no es en ninguna 
manera gratuita pues de ella dependerá 
que la venta de estos productos se vea 
monopol izada por las farmacias o no, 
ya que en el artículo 3 de la Ley del 
Medicamento se establece que: "Los 
laboratorios, importadores, mayori stas, 
oficinas de farmacia, servicios de hos­
pitales, centros de salud y demás es­
tructuras de atención a la salud están 
obligados a suministTar o a dispensar 
los medicamentos que se les sol iciten 
en las condiciones legal y reglamen­
tariamente establecidas". 

No es esta la única di sposición de la 
ley en la que se establece esta obliga­
ción (' '), ni siquiera es una novedad ya 
que ex istía en la normativa anterior 
siendo, sin duda , la base del sistema de 
salud pública. El Estado articula una 
estructura de establecimientos que mo­
nopolizan la comercialización de me­
dicamentos cumpliéndose por los tinl­
lares unos requisitos, como la titulación 
univ.ersitaria, y viéndose estos obliga­
dos, al constituirse como único cauce 
posible entre el ciudadano y en medi­
camento, a dispensar los medicamen­
tos que se le oliciten, siendo de este 
monopol io el ún ico fin el garantizar el 
uso racional de los medicamentos por 
los ciudadanos. 

La leyes tajante en este sentido, la 
obl igación de dispensar alcanza tan sólo 
a los medicamentos, no a los prod uctos 
sanitarios, de lo que se deduce que los 
preservativos, de cualquier clase, en . 
calidad de productos sanitarios, no son 
de ob ligada venta en farmacia , su 
comercialización en las mismas queda 
relegada a la opción totalmente libre 
del farmacéutico. 

Antes de continuar con el desan'ollo 
de la cuestión me ve.o en la neceo idad 
de hacer una observac ión. El hecho de 
que el preservativo escape del mono­
polio farmacéutico parece el' con e­
cuencia del deseo de libera li zar el co­
mercio de este producto. Hoy d[a, ca­
bría plantearse la reconsideración de 
esta situación. El principio de la salud 
pública podría ser suficiente para exi­
gir que sea de obligada vellla en falma­
cias, y no dependa del libre arbitrio 
mercant il del farmacéutico, indepen­
dientemente de que también se comer­
cialicen en otros establecimiento . Si el 
preservativo se presenta como el me­
dio más eficaz de combatir la expan­
sión de determin adas enfermedades 
parece lógico que el ciudadano tenga la 
seguridad de poder acceder a ellos a 
través de los e tablecim iento ranna­
céuticos. Parece factible hacer prevale­
cer la cua lidad de método de preven­
ción eficaz en relación con las enfer­
medades de transl11isión exual a la 
cua li dad de mero anticonceptivo. 6n 
conclusión, el farl11acéutico está obli ­
gado a la venta de med icamentos, pro­
ductos que pue.dan alterar gravemente 
las funciones corporales y ocas ionar 
peljuicios irrever ible por lo que u 
venta está sujeta a unos requisitos for­
males, condiciones sin los cual es el . 
faJ111acé utico no debe expender el pro­
ducto. Vno de estos req uisi tos, garant ía 
de un uso racional de los medicamentos, 
es la necesidad de prescripción médica. 
En el artículo 31 de la Ley del Medi­
camento se establece que "como norm a 
general los medicamentos sólo serán 
dispensados con receta". 

La receta médica e regula con de­
talle pero también con " la flexibi lidad 
que la materia exige" en el RD 19101 
1984 de 26 de septiembre de recetas 
médicas con el deseo de "preveni r la 
util ización incontrolada y el trá fico 
ilícito de medicamelllos para evitaJ sus 
graves y negativas repercusiones, tanto 
sobre la salud individual de las perso­
nas y de la ociedad en su conjunto". 

En el artículo I se define la receta 
méd ica como "el documento normali -

(") Arl. 88 .1, d. " Las oficinas e 
fam18ciu viene obligadas a dispen­
sar los mcdicamcnlos que se les 
manden tanto por los particulares 
como por el Sisrema Nacional de 
Satud en tas cond icion regtamen­
tarias establecidas". 
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(" ) An. 31.4 "Podrán amorizarse 
especialidades farmacéuticas que no 
requieran prcscipc ión fa ultaliva 
para poder cr dispen adas y utili­
zadas siempre que: 

- Vaywl d tinadas a pUlologra 
que no necesitan un diagnósti co 
preciso. 

- De los clalo:, oe Su eva lu ación 
tox icóloga. clínica o de su utiliza­
ión y vra de administrac ión no se 

desprenda la necesidad de prescrip­
ción con receta para. evil:lr los ries­
gos directos o indirectos de la salud 
de la per onal" '. 

(") BOE de 16 de nov iembre, co­
rrecci6n de errores en BOE de 5 de 
diciembre. 

(") BOE de 28 de mayo de 1965. 

(") A rl. 4 16. pálTafo l. •. apanado 
l." de l Código Penal: "serán casti· 
gados con arresto mayor y mul ta de 
100.000 a 2.000.000 de pesetas los 
que con relación a medicamentos, 
sustancias, objetos. instrumentos, 
aparatos, medio o procedimientos 
capaces de provocar y fac ilitar el 
nbono realicen cualquiera de los ac­
loS siguientes: 
l.". Los que en posesión de títu lo 
rót CUllativo o sanitario memmenle los 
indicaren, así como los que. sin di · 
cha títu lo. hicieran la misma indica­
ci6n sin ánimo de lucro". 
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zado por el cual los facultativos médi­
cos capacitados legalmente prescriben 
la medicación al pac iente para su 
dispensación en las fat111acias". 

La nonna general que es la venta 
con receta puede sufrir excepciones tal 
y como establece el artículo 31.4 de la 
Ley del Medicamento (11). Hasta nueva 
norma sigue en vigor la Orden de 7 de 
Noviembre de 1985 por la que sc deter­
minan los medicamentos de utilización 
en med icina humana que han de 
dispensarse con o sin receta (' l) . Esta 
Orden se estructura en dos partes: la 
primera reúne unas disposiciones ge­
nerales sobre el tema y la segunda 
engloba tres anexos lo cuales recogen, 
respectivamente, qué tipos de med ica­
mentos han de venderse con recela, 
cuale sin ella y cuales dependen en 
e te aspecto de lo que la Dirección Ge­
neral de Famlacia y Productos Sanita­
rios disponga en cada caso. 

En el primer anexo, que enumera 
los medicamentos que han de servirse 
cuando se presente receta médica, se 
encuentran, entre los productos genito­
urinarios, las honnonas sexuales (anexo 
1, apartado G). 

En el segundo anexo se recogen las 
e pecialidades farmacéuticas que pue­
de di pensarse sin receta, entre otras, 
los anticonceptivos locale (anexo ll, 
apartado G). De cualquier fOt111a y tras 
la Ley de 1990, este ti po de anticon­
ceptivos no es de obligada venta en far­
macias por lo que el problema de la 
di5nen~a con o sin receta no le alcanza. 

En resumen el famlacéutico tiene la 
obligación de dispensar medicamentos 
anticonceptivos si la petición se acom­
paña de receta médica, aunque no cabe 
añadir un nuevo requisito para que la 
dispensación se produzca: que se dis­
ponga de tales medicamentos en la far­
macia. 

En la Orden de 5 de mayo de 1965 
por la que se establecen las existencias 
mínimas con las que debe contar una 
farmacia (") se recogen dentro del gru­
po de occitócicos una sustancias (ergo-

tina, melilergobasina y pituitrina) que 
son utilizadas para conseguir la dilata­
ción del útero y la vagina con la fi nali­
dad de provocar el parlO. Este tipo de 
espasmódicos tienen pues, en gran me­
did a, carácler abortivo y su dispen­
sac ión requ iere receta médica. En el 
caso de que un fannacéutico expendiera 
tales productos sin la prescripción mé­
dica que garantice un uso correCIO del 
mismo incurre en el deli to establecido 
en el Código Penal, concretamente en 
el artículo 415 párrafo tercero: "el far­
macéutico que, sin la debida pre crip­
ción facullariva, expendiere un abott ivo, 
incurrirá en las penas de arresto mayor 
y mulla de 100.000 a 1.000.000 de pe­
setas". No puede dejar de llamar la 
atención que el mero hecho de indicar­
los sea castigado con la misma pena y 
una cuantía de multa superior (artículo 
416 del Código Penal) ('l). 

En efecto hay obligación de tener 
en la farmacia esto occitócicos si bien 
no hay obligación de mantener en stock, 
como existencia mínima obligatoria,los 
medicamentos anticonceptivos. Esto no 
significa que el fannacéutico no Icnga 
la obligación de mantener surtida la 
fannacia, pues aunque esta obligación 
sea más cualificada para un cierto ti po 
de medicamentos considerados espe­
cialmenle importantes, de hecho ante 
la po ibilidad de que efectivamenle el 
farmacéutico no disponga, por sistema, 
de medicamentos en su establecimien­
lO la legislación prevé una sanciones 
con las que castigar ta l carencia. 

101 amculo JU~ de la Ley del Medt­
camento establece tres calegorías de 
infracciones: leves, graves y muy gra­
ves, atendiendo a los criterios de ries­
gos para la salud, cuantía del eventual 
beneficio obtenido, grado de inten­
cionalidad, gravedad de la al leración 
sanitaria, social producida, generaliza­
ción de la infracción y reincidencia. 

Entre las infracciones leves se reco­
ge el hecho de no contar las entidades 
de distribución y dispensación con las 
existencias de medicamentos adecua­
das para la nonnal prestación de sus 



ex istencias mínimas establecidas (artí­
culo 108.2, a 4."). La sanción es de multa 
hasta una cuantía máxima de 500.000 
pesetas pudiendo rebasarse esta ci fra 
~n detem1inados casos. 

Entre las infracciones graves reco­
gidas en la ley se encuentra la negativa 
a dispensar medicamentos sin callsa j1ls­
tificada y la dispensación sin receta de 
medicamentos sometido a esta modali­
dad de percepción. La anción corres­
pondiente puede superar los 2.500.000 
ptas. 

La reincidencia en la comisión de 
más de una infracción grave en el curso 
de 5 años da lugar a una infracción muy 
grave que se sanciona con multa de 
hasta 100.000.000 de ptas. rebasables 
para detem1inados supuestos, pudien­
do llegarse al cierre temporal del esta­
blecimiento por orden del Consejo de 
Ministros o de los órganos competen­
tes de las Comunidades Autónomas a 
las que corresponde la ejecución de la 
legislación sobre los productos farma­
céuticos. 

En conclusión, el deber jurídico im­
puesto al farmacéutico, elemento esen­
cial en la construcción de una objeción 
de conciencia, queda de esta manera 
constituido: 

l. El farmacé utico está obl igado a 
di spensar aquellos anticonceptivos que 
tienen el carácter de medicamentos 
cuando se presente receta médica debi­
damente cUJllplimentada. 

2. La no dispensación de los mi -
mas sin causa ju tificada puede dar lu­
gar a la imposición de sanciones admi­
nistrativas que pueden llegar a la orden 
de cerrar el local y suspender al farma­
céutico del ejercicio de esta profesión. 

b) La "causa justificada" y la 
cláusula de conciencia 

A la obligación de dispensar deter­
minados anticoncepti vos por parte de 
los farmacéuticos cumplidos ciertos 

requisi tos formales se establece una 
excepción: que la no dispensación se 
justifique suficientemente. 

La expresión "sin causa justificada" 
tiene su paralelo en el derecho francés 
donde parte de la doctrina interna en­
contrar una c1áu u la de conciencia del 
farmacéutico para evitar su participa­
ción obligatoria en la realización de 
abortos. La norma utilizada para reivin­
dicar el reconocim iento de una cláusu­
la de conciencia implícita del farma­
céutico es Ulla Ordenanza (norma regla­
mentaria) en la que e establece: "Está 
prohibido negar a un consumidor la 
venta de un producto o la prestación de 
un servicio salvo legítimo motivo" ('6). 

Para Mémeteau este "salvo legíti­
mo motivo" admite en su seno el impe­
rativo auténtico y serio de conciencia 
"dada la importancia de los valores en 
el caso del aborto y la exigencia de 
Equidad de trato del farmacéutico , de 
la misma forma que el médico" (17). 

Así pues esta interpretac ión e rea­
liza para el caso especial del aborto que, 
aunque libre en Francia (' 8) , debe 
cumplir una serie de requisitos si se 
quiere evitar la comisión de un aborto 
ilegal sancionado convenientemente. 

Este reproche del ordenamiento al 
aborto, menor en el caso francés que en 
el español, no encuentra un paralelo para 
el caso de los anticonceptivo. No pa­
rece que pueda contener la expresión 
"salvo causa justificada" un imperativo 
de conciencia, o al menos así me pare­
ce, si se tiene en cuenta, antes de exten­
der la posibilidad de que el farmacéuti­
co no dispense medicamentos, la fina­
lidad de esta disposición. 

En el Real Decreto 1910/1984 en el 
que se regula la receta médica, norma a 
la que se aludió anteriormente, se esta­
blece en el artículo 12 que "los farma­
céuticos no dispensarán ningún medi­
camento ni producto sanitario cuando 
surjan dudas racionales sobre la vali ­
dez de la recela médica presentada, sa]­
vo que puedan comprobar que res pon-

(lO) Ordonnance n.' 86- 1243 du I 
déccmbre 1986. J.e .p. 1986. Ill. 
59487. 

(11) Mémetcau, G., A l'orrement er 
clauJ'e de con ... cie /J ce du 
pharmacien , La Semaine Juridique. 
Ed. G., n. t8, 1990. 

(11) Loi du t1 janvier t 975 relati ve a 
I' intcrrupc ión de la grossesse, 
Journal Officiel de la Republique 
Front, nise, 18 janvi er 1915. 
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(") Ley Orgánica 7/1980 de 5 de 
julio de Libertad Religiosa. 

("') tnstrumento de rati fi cación de 
26 de eptiembre de L 979. del Con­
venio de 4 de noviembre de 1950 
para la protección de los derechos 
humanos y libenades fundamcnlll­
tes enmendado por los Protocolos 
adicionales números 3 y 5, de 6 de 
mayo de 1963 y 20 de enero de 1966 
respecti amente. 

(") An . 9.2. del Convenio: "Ia liber­
tad de mani Feslar su ret igión o sus 
convicciones no puede er objeto de 
más restricc iones que las que, pre~ 

vistas por la Ley. constituyan me­
didas necesaria I en unn sociedad 
democrálica. para la seguridad pú­
blica, la protección del orden, de la 
a lud o de la mora l púlilica, o la 

protección de los derechos o las li ­
berrades de los demás". 
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de a una prescripción legítima". Esta 
era la di sposición que regulaba la única 
posibil idad justificada de no dispensar 
el farmacéutico el medicamento que se 
le pedía. No creo que sea otro el alcan­
ce que deba darse el artículo I 08.2.b, 15 
de la Ley del Medicamento aunque de 

ti dicción quepa advertir la mayor li­
bertad proporcionada al farmacéu tico a 
la hora de dispensar o no un medica­
mento. Esta li bertad sólo puede inter­
pretarse desde la normati va farmacéu­
tica como un intento por asegurar el 
uso racional del medicamento, pemlÍ­
tiendo al farmacéutico el no vender 
aquellos medicamentos que, sin las de­
bidas cautelas, pueden provocar graves 
riesgos para la salud. 

e) El artículo 16 y el artículo 43 de 
la Constitución 

En cualquier caso, si admitiéramos 
como posible la cabida en la expresión 
"causa justificada" de un imperativo 
ético tendlíamos que acudir en última 
instancia al artículo 16 de la Constitu­
ción que es el protector de la libertad 
de conciencia. 

Se produciría un enfrentamiento 
entre el derecho fu ndamental de liber­
tad de conciencia y un deber estableci­
do en una ley que desarrolla el derecho 
a la protección de la salud (sin el carác­
ter de fundamental, al pertenecer al 
grupo de los derechos recogidos en el 
Capítulo rn del Título 1 referente a los 
principios rectores de la pol ítica social 
y económica). 

El conflicto se produciría entre un 
derecho fundamental recogido en la 
Constitución y una simple ley, pero ya 
hemos advertido la dificultad existente 
en que se reconozca un derecho de ob­
jeción de conciencia implícito en el ar­
tículo 16, 

De cualquier modo, aunque efecti­
vamente pueda hacerse colisionar las 
dos normas constitucionales, aún cabe 
enfocar el problema desde otro punto 
de vista. El mismo artículo 16, en el 

que e basaría un supuesto derecho de 
objeción de conciencia que ampararía 
la actuación del farmacéutico, recoge 
en su redacción un límite a su conteni­
do cualquiera que este sea: el orden 
público protegido por la ley. 

El concepto de orden público es uno 
de los llamados conceptos jurídicos 
indeterminados que ex isten en nuestro 
ordenamiento y cuya concreción en la 
práctica depende de la realidad social a 
la que se aplique, Este límite del orden 
público aplicado al derecho de li bertad 
rel igiosa es desarrollado en su conteni­
do en la Ley Orgánica de Libertad Re­
ligiosa (19), que, en su artícu lo 3, esta­
blece como único límite al "ejercicio 
de los derechos de libertad religiosa y 
de culto , .. la protección del derecho de 
los demás al ejercicio de sus libertades 
públicas y derechos fundamentales, así 
como la sal vaguardia de la seguridad, 
de la salud y moralidad pública, ele­
mentos constitutivos del orden público 
protegido por la Ley en el ámbito de 
una sociedad democrática". 

Así pues, uno de lo lúnites del de­
recho de libertad religiosa es la salud 
pública que, en este caso, actuaría como 
límite a la pretensión del farmacéutico 
de hacer valer su derecho (hipotético) 
de objeción de conciencia. El hecho de 
que se dé contenido al orden público en 
una ley que desarrolla el derecho de 
libertad religiosa y no ideológica, no 
obsta para entender tal contenido como 
perfectamente aplicable también a esta 
última libertad. Hay que tener en cuen­
ta que la interpretación que se realiza 
del límite del derecho de li bertad reli­
giosa, no es más que la pretensión de 
acercar nuestro ordenanlÍento al Con­
venio Europeo de Derechos Humanos 
(20), que en su artículo 9 recoge los de­
rechos de libertad de pensamiento, de 
conciencia y de religión, con los lími­
tes que esta Ley Orgánica hace suyos 
(2 '). 

Sin necesidad de enfrentar dos de­
rechos, sistema a través del cual se ha­
cen prevalecer unos derechos sobre 
otros, que es algo que parece aconseja-



ble evi tar, el propio artículo 16 nos 
ofrece una posible respuesta a la obje­
ción del fatmacéutico a la venta de mé­
todos anticonceptivos. 

B) FARMACÉUTICO DE HOSPI­
TAL 

El fannacéutico de hospital es el 
encargado de la oficina de famlacia si­
tuada dentro del mismo surtiéndole de 
medicamentos y productos sanitarios. 
Además de serie aplicable lo establecido 
-para el fannacéutico de famlacia pre­
senta unos problemas pecul iares. 

A raiz de la despenali zación del 
aborto en nuestro país para tres supues­
tos determinados ( 2) , los hospitales 
tienen que atender la demanda de este 
servicio con un equipo humano y mate­
rial dispuesto para la realización de un 
aborto cuando conCUtTan los requisitos 
legalmente establecidos, no habiéndo­
se previsto en esta ley, como si se hizo 
en otros países, la posibilidad de que 
los médicos y otros miembros del hos­
pital que debieran participar en el abor­
to pudieran acogerse a una cláusula de 
conciencia que les ex imiera de ese de­
ber ('3). 

El Tribunal Constitucional en sen­
tencia de 11 de abril de 1985 estableció 
que este tipo de objeción "existe y pue­
de ser ejercido con independencia de 
que se haya dictado o no" la nomlativa 
aplicable. 

La cláusula, establecida de esta ma­
nera por vía jurisprudencial , no ha sido 
objeto del desarrollo legislativo previs­
to, si bien el Ministerio de Sanidad ha 
desarrollado un si tema regulador de 
esta objec ión de conciencia de los 
miembros del personal sanitario del 
hospital. Es necesaria una declaración 
fonn al de imposibilidad, por motivos 
de conciencia, en la parricipación en la 
práctica de abortos. 

Hacen uso de esta cláusula médicos 
y enfenneras, si bien se puede conside­
rar como personal sanitario al farma-

céutico de hospi tal que e el encargado 
de proveer de los medios abortivos a 
los médicos, partic ipando de esta for­
ma indirectamente en la realización del 
abono, siendo su colaboración pareci­
da en cuanto a su auxi liariedad a la de 
enfenneras y enfermeros. En ap licación 
del principio básico de igualdad, lo 
farmacéuricos deben también favore­
cerse de esta cláusula que ampara los 
motivos de conciencia de médicos y 
enfermeras. 

C) FARMACÉUTICO DE INDUS­
TRIA 

El farmacéutico con contrato de tra­
bajo en una industria farmacé uti ca 
puede también presentar problemas de 
objeción de conciencia en dos ca os: 

l. La indu tria con la que le une un 
contrato de trabajo comienza a fabricar 
o a investigar, con posterioridad a tal 
contrato y sin conocimiento previo del 
fannacéulico, sobre productos anti con­
ceptivos o abortivos requiriéndose para 
ello la participación del farmacéutico. 

2. La industria para la que trabaja se 
dedica de hecho a este tipo de produc­
ción o investigación, circunstancia que 
conoce al firmar el contrato. 

Hay que señalar, a este respecto, que 
el Tribunal Constitucional ha tenido 
ocasión de pronunciarse sobre el tema 
detenninando que los imperativos reli ­
giosos no pueden prevalecer sobre las 
cláusul as de un contrato libremente 
pactado conforme a la normativa gene­
ral (24). 

Lo cierto es que es difíci 1 encontrar 
una justificación categór ica a esa 
prevalencia de la libertad de empresa 
sobre un derecho fundamental y habrá 
que alender cada caso concreto para 
ponderar los intereses en conflicto. 

La protección de este derecho fun­
damental de libertad de conciencia se 
concreta en el Estatuto de los Trabaja­
dores ('5) cuando en el artículo 17 se 

(") Ley Orgánica 9/ 1985 de S de 
julio. 

('-') Una referencia a estc problema 
en el Derecho Comparado se puede 
encontrar en avarro-Valt , R. , La 
objeción de conciencia al aborro: 
Dere /ro comparado y Derecho eu­
ropeo, "Anuario de Derecho Ecle­
siástico del Es tado", 1988, pág . 296 
Y ss. 

(") Sentenci a del Tribunal Consti­
tucional de 13 de Febrero de 1985. 

(''') Ley 8/1980 de t O de marzo, del 
Estatuto de los Trabajadores. 
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('6) De Dios Vicilez, M.' V., Código 
de Derecho farma céutico , ed. 
Civitas , Madrid, 1991. 
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prohibe la discriminación por "ideas 
religio as" (¿e ideológicas?), de lo que 
se podría derivar la obligación por par­
te del empresario de procurar un cam­
bio en la fonna en que se realiza la 
prestación por parte dell rabajador para 
adecuarla, siempre que sea posible, a 
us imperali vos de conciencia. 

En el primero de los casos señala­
do el empresario deberá hacer todo lo 
posible para mantener en un puesto de 
trabajo dentro de la empresa al trabaja­
dor que no puede en conciencia partici­
par en la cadena de producción de este 
ti po de productos, respetando el artícu­
lo 17 del Estado de los Trabajadores de 
forma que el cambio que se realice no 
represente una suerte de penalización 
solapada. 

Si el cambio no fuera posible se 
desembocaría en una incapacidad por 
parte del trabajador para reali zar su tra­
bajo, cau a objetiva de despido, tal 
como establece el arl. 53 del Estatuto 
de los Trabajadores. 

En el segundo caso, la firma del 
contrato conociendo la actividad de la 
empresa supone una aceptación a la 
participación en esta cadena, y en este 
entido pudiera llegarse a un despido 

discipl inario por incumplimiento de 
contrato. 

3. LA OBJECIÓN DE CON­
CfrJíYCIA EN EJL CÓlJlGa 
DEONTOLÓGICO FAR­
MACÉUTICO 

En el arto 14 del Código Deonto­
lógico Farmacéutico (26), aprobado por 
la Organización Nacional Farmacéuti­
ca, se establece que "en su actuación 
corno fa rmacéutico son pri nc ipios 
esenciales su independencia y su res­
ponsabilidad personal, las cuales le 
facultan para poder ejercer su derecho 
a la objeción de conciencia siempre que 
no se ponga en peligro la salud o la 
vida del paciente". 

La independencia y la responsabili­
dad personal no parecen base suficien­
te para establecer un derecho de obje­
ción de conciencia que, en último tér­
mino, afecta a los derechos y libertades 
de los demás, pues aunque se tienda a 
desarrollar el problema de la objeción 
de conciencia como de carácter dual , 
deber de conciencia del farmacéutico -
deber jurídico de venta, no hay que ol­
vidar que el monopolio famlacéuti co 
obl iga a los ciudadanos a depender en 
la provisión de medicamentos de los 
mismos, y el papel de intermediario del 
fannacéutico en un sistema de salud 
pública no puede limitarse más que en . 
casos muy peculiares, como en el tema 
del aborto, desde el momento en que el 
conflicto moral alcanza altas cotas en 
amplias capas de la población y es re­
conocido por el ordenamiento. 

En cuamo a los límites establecidos 
por el Código Deontológico son más 
restrictivos que los establecidos en la 
Ley Orgánica de Libertad Religiosa, 
que hacen referencia, no sólo a la salud 
sino también a los derechos y li berta­
des de los demás, moralidad y seguri­
dad públicas. 

En íntima relación con el artícu lo 
14 se encuentra el artículo 52 en el que 
se establece que "el farmacéutico po­
drá negarse, en conciencia, a dispen al' 
cualquier tipo de fármaco o utensi lios 
si tiene indicios razonables de que se­
rán utilizados para atentar contra la sa­
lud de alguna persona o la propia vida 
humana". 

Esta actitud del farmacéutico queda 
amparada por el ordenamiento jurídi­
co, ya que en el caso de que no se nie­
gue a la dispensa concurriendo dudas 
racionales sobre el fin con el que se va 
a emplear el medicamento, puede incu­
rrir en responsabilidades civiles e inclu­
so penales (por ejemplo, el ya comen­
tado artícul0415 del Código Penal). No 
debe, pues, negarse "en conciencia" 
sino de hecho como garante que es el 
farm acéutico de la salud pública. 

Otra referencia a la objeción de con­
ciencia se encuentra en el artículo 59, 



dentro del Capítulo dedicado al farma­
céutico de hospital en el que se esta­
blece: 

"Es obligación de quien dirige o co­
ordina respetar las propuestas de sus 
colaboradores. Aceptará la abstención 
de actuar cuando alguna oponga obje­
ción de conciencia". 

Aún hay otros artículos del Código 
Deontológico que hacen refere:Jcia a 
cuestiones de conciencia; así en el artí­
cu lo 24 se dispone: 

"En cuantas situaciones conflictivas 
entre la Ciencia y los Derechos Funda­
mentales del hombre en las que el Far­
macéutico haya de intervenir, actuará 
siempre con el mayor respeto a la vida 
humana y a la libertad de conciencia, 
manteniendo el principio básico de que 
el hombre es siempre sujeto a través 
del cual se expresa la totalidad un ifica­
da de la persona". 

Establece el artícu lo 27: 

"El amparo que la Constitución es­
pañola reconoce al embrión humano en 
su derecho a la vida y a la integridad 
física, concede al Farmacéutico consi­
derar como violación de este amparo 
cualquier intento de conexión entre 
diagnóstico prenatal y aborto". 

Estos artículos carecen de valor ju­
rídico en el ámbito jurídico extra-cole­
gial , si bien, a nivel interno, di spone el 
artículo l22 que "los Colegios de Far­
macéuticos, aparte de las obligaciones 
que establezca la legislación, deberán 
informar, di fundir, respetar y hacer 
cumplir los artícu los de este Código 
Deontológico". 

El Colegio de Fannacia podrá hacer 
cumplir aquel artículo del Código que 
se refiera a materias de su competen­
cia, como la organización interna del 
Colegio, que además, por imperativo 
constitucional debe ser democrático, por 
lo que ni en este tema tienen una total 
autonol1Úa. En cualquier caso, lo que 
se regule en un Código Deontológico 
amparado por los Estatutos de los Co-

legios profe ionales, deberá respetar en 
todo momento el ordenamiento jurídi­
co, por lo que parece difícil , en cuanto 
al caso concreto que nos ocupa, que 
pueda hacerse cumplir o respetar este 
derecho de objeción de conciencia que, 
sin duda, no es ejercitable legítim a­
mente en base a dicho artículo 14 del 
Código Deontológico. 

4. CONCLUSIONES 

Hasta que no se llegue por parte del 
Tribunal ConstiUlcional a una interpre­
tación inequívoca sobre la existencia o 
no en nuestro ordenamiento de un de­
recho de objeción de conciencia, todo 
los casos que se planteen, que puedan 
ser infinitos, serán resuel tos por los 
Tribunales ord i.nau-ios, depend iendo de 
los jueces el reconocimiento o no de tal 
actitud como amparada por el artícu lo 
16 de la Constitución. 

En el caso del farmacéu tico de ofi­
cina el hecho de estar protegido por 
normas estatutarias le peLm ite, en cier­
to modo, un incumplimiento de la nor­
ma poco trascendente, ya que el ciuda­
dano, en el caso de los anticonceptivos 
por ejemplo, preferiría obtenerlos en 
otras farmacias antes que acudir a los 
Colegios de Fallllacia o a los Tribuna­
les para denunciar la negativa sistemá­
tica a la proporción de estos productos. 
El problema surgiría en aquellos luga­
res donde no existan una pluralidad de 
farmacias en las que las actitudes del 
fannacéutico en este tema sean diver­
sas. 

De cualquier fomla, reitero mi opi­
nión de limi tar esta manifestación del 
derecho de libertad de conciencia con 
el concepto de alud pública, teniendo 
en cuenta que no existe ninguna nOlllla 
en nuestro ordenamiento que condene 
la uti li zac ión de métodos anticon­
ceptivos, reinando una total libertad y 
autonomía personal en la elección de 
los mismos en nuestro país. 

En relación con el fannacéutico de 
hospital no hay que hacer una interpre- 133 
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tación forzada de la sentencia del Tri­
bunal Constitucional para admitirle 
como una de las personas que pueden 
optar a su participación o no en el pro­
ceso de la práctica de un aborto, apl i­
cando un principio de igualdad, ya que 
el hecho de proporcionar los artículos 
abortivos puede causar un grave daño 
en la conciencia del que se declara con­
trario a la práctica del aborto en los su­
puestos despenalizados por la ley, 
comparable perfectamente como acti­
vidad indi recta al de una enfermera. 

El famlacé utico de industria plan­
tea, por el contrario, un problema fran­
camente diverso de los anteriores. El 
enfrentamiento Empresa-conciencia es 
de difícil resolución a favor de esta úl-

tima cuando la causa moral que produ­
ce la objeción es de carácter sobreveni­
da. En estos casos el acuerdo bi lateral 
que relacionaba a la empresa con eltra­
bajador es roto unilateralmente con per­
juicio para la otra parte. 

En cambio, debe valorarse de forma 
distin ta la actitud del fa rmacéuti co 
cuando es la Empresa la que cambia de 
objeto incluyéndole en la cadena de 
producción de productos aborti vos o en 
programas de investigación sobre fetos , 
etc., pudiendo el farmacéutico exigir un 
cambio que le excluya de estas activi- . 
dades. Si no fuera posible el farmacéu­
tico tendrá derecho a una indemniza­
ción por su despido como establece la 
normativa laboral. 


